Carátula 


COMISIÓN DE HACIENDA 


(Sesión celebrada el día 5 de julio de 2018). 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 10:06). 

—-Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes). 


«1) Carpeta n.” 1107/2018. Arrendamiento y adquisición de viviendas. Se modifica el artículo 24 de la 
Ley n.* 19210 de 29 de abril de 2014 (Ley de inclusión financiera), en la redacción dada por el artículo 
5.2 de la Ley n.* 19478, de 5 de enero de 2017. Proyecto de ley con exposición de motivos presentado 
por el señor senador Pablo Mieres. Distribuido n.* 1948/2018. 


2) Mail remitido por la Secretaría de la Comisión de Hacienda de la CRR adjuntando informe remitido 
por el Poder Judicial relacionado con el proyecto de ley “Mercaderías en abandono en depósitos intra y 
extraportuarios”. (Repartido vía mail). 


3) Mail remitido por el Movimiento de Deudores Hipotecarios, relacionado con la visita del MEF y el 
BHU a esta comisión el día 14 de junio próximo pasado. (Repartido vía mail). 


4) Librillo remitido por el Instituto Nacional del Cooperativismo, Fondo para el Desarrollo, conteniendo 
Memoria del Ejercicio 2017. (Un solo ejemplar). 


5) Nota e informes remitidos por la Fundación Gonzalo Rodríguez, solicitando la inclusión de dicha 
fundación en la lista de instituciones que puedan ser objeto de donaciones con beneficios tributarios en 
la próxima Rendición de Cuentas. (Repartido vía mail)». 


Vamos a pedir a la secretaría que el librillo de que se da cuenta en el cuarto punto de los 
asuntos entrados sea repartido en formato electrónico a todos los integrantes de la comisión. En todo 
caso, si algún señor senador desea tenerlo en formato papel, lo imprimimos y se lo entregamos. 


Damos la bienvenida a los representantes de la Agencia Nacional de Vivienda, arquitecto 
Francisco Beltrame, Presidente, y economista Claudio Fernández, Vicepresidente. Como saben, los 
hemos invitado para conocer su opinión con respecto a la problemática de los deudores en UR, tanto 
del Banco Hipotecario como de la Agencia Nacional de Vivienda. Sabemos que, si bien los deudores 
de ambos organismos deben en la misma moneda, constituyen universos distintos. 


SEÑOR BELTRAME.- Es un gusto estar aquí en el día de hoy. En primer lugar, me gustaría hacer 
algunas reflexiones a partir de la lectura de la versión taquigráfica de la comparecencia de los 
representantes del Ministerio de Economía y Finanzas y del Banco Hipotecario del Uruguay porque 
creemos que es necesario precisar algunos aspectos que entendemos pueden inducir a error. 


En términos de lo expresado por el MEF y el Banco Hipotecario sobre lo que ha sucedido 
claramente con los impactos económicos de los ejercicios, compartimos en rasgos generales el análisis 
que se hizo, pero creemos que es importante clarificar un poco la historia, que a veces no se tiene 
presente cuando hablamos del Banco Hipotecario social y del Banco Hipotecario comercial. 


En realidad, hay un momento de la historia de nuestro país en materia de vivienda, que es el 
año 1977 —ecordemos que en diciembre de 1968 se aprobó la ley de vivienda—, en el que, más allá del 
momento que significa, se tomaron las resoluciones del Cónclave de Solís, que llevaron a un nuevo 


marco institucional en el país. En ese momento, se resolvió la disolución de INVE, la disolución de la 
Caja Nacional de Ahorro Postal, la eliminación del Ministerio de Vivienda y Promoción Social y, de 
pleno derecho, se pasaron todos los bienes y las propiedades de esos institutos al Banco Hipotecario 
del Uruguay. Este pasó a tener un rol que nosotros entendemos que posteriormente fue lo que lo llevó 
a la crisis institucional del año 2000 en materia económica, en la medida en que el Banco Hipotecario 
asumió, a partir de ese momento, una serie de roles que antes desempeñaban distintos actores, ya 
que había un ministerio de vivienda generando las políticas y las directrices, un Instituto Nacional de 
Viviendas Económicas que construía por sí, con una plantilla y el desarrollo de programas. Eso 
condujo, en el año 2002, a la quiebra del Banco Hipotecario, que era hacedor de todo. Por lo tanto, el 
Banco Hipotecario históricamente había tenido un rol de banco. A partir de 1977 se le incorporaron 
todos los elementos mencionados y empezó a hablarse del banco social. Tanto la cartera que era del 
Ministerio de Vivienda y Promoción Social como la de INVE son buena parte de lo que integra los 
fideicomisos que a partir del año 2007 pasaron a la Agencia Nacional de Vivienda. Eran aquellos 
complejos construidos básicamente por el Estado o en convenio con las intendencias municipales, una 
práctica común y corriente del Instituto Nacional de Viviendas Económicas. Me parece que esto es 
importante para hablar de la caracterización, la diferenciación y las distintas tonalidades que hay dentro 
del Banco Hipotecario. 


A su vez, el Banco Hipotecario en ese período no solamente prestaba para comprar 
construcciones hechas, sino que también otorgaba préstamos para construir, en forma individual o 
colectiva, con distintas formas jurídicas, como las cooperativas, las sociedades civiles o los promotores 
privados. En ese momento, esa cartera que el Banco Hipotecario construía estaba diferenciada por 
franjas de acuerdo a los niveles de terminación y las áreas de vivienda. Es así que había cuatro 
categorías de vivienda, desde la | a la IV. Posteriormente apareció una quinta categoría, que fue la lla, 
buscando el abaratamiento de las viviendas para llegar a la población que más necesitaba. 


Por lo tanto, entre las hipotecas que hoy tienen los deudores hay diversas categorías de 
viviendas que tienen metrajes y, básicamente, terminaciones distintas. La categoría | es la más común; 
básicamente, comprende lo que el Estado construía a través de INVE y, posteriormente, del propio 
Banco Hipotecario por la vía de la licitación. La categoría ll es la más difundida y no incluye 
terminaciones especiales; la categoría lll es la confortable y la IV, la suntuosa. Por eso cuando 
hablamos de las hipotecas del Banco Hipotecario del Uruguay nos referimos a una vastedad de 
situaciones muy importante porque se otorgaron préstamos a distintas tasas de interés según el riesgo 
que hubiera; en el caso de la construcción había un riesgo distinto al que existía si se compraba una 
vivienda hecha. 


Por lo tanto, cada categoría tenía tasas de interés vinculadas al nivel de las terminaciones de 
las viviendas, algo que ahora podrá resultar menor pero que en aquella época marcaba diferencias. 
Por ejemplo, la categoría IV permitía artefactos de color en los baños; en cambio, en la categoría ll, 
tanto los azulejos como los artefactos eran blancos. 


Con esto trato de ilustrarles que este conjunto no es homogéneo; el tema es muy complejo y 
abarca realidades muy distintas. En la medida en que no toda la población podía acceder a la categoría 
ll, surgió la categoría lla —básicamente, con menores áreas— como una posibilidad de acceso para 
otras porciones de la población. 


A su vez, a la hora de conceder los préstamos se consideraba un elemento muy importante: 
ser ahorrista o no ser ahorrista; en algunos momentos se llegó a prestar a no ahorristas y sin la 
necesidad de presentación de un ahorro previo. Algunos complejos se negociaron y se comercializaron 
a pura cuota; en esos casos no se financió el 70 % ni el 85 %, sino el 100 % del capital. 
Concretamente, hubo familias que ingresaron a un complejo pagando solamente dos cuotas. Buena 
parte de la producción de los años ochenta se comercializó bajo esta forma; obviamente, eso llevó a 
situaciones complicadas a la hora de entender la extensión de los plazos. A modo de ejemplo, si 
alguien había sacado un préstamo a 25 años para financiar el 85 % de su vivienda, pero en un 
momento determinado decidió pagar primero el 15 % y luego empezó con el 85 % a 25 años, era claro 
que la extensión de los plazos iba a ser inevitable desde el origen. 


Hay que aclarar que desde 2005 hasta 2007 estas políticas cambian notoriamente y ya no 
hay una segmentación de productos sino una definición del producto que procura llegar a todo el 
universo de familias aplicando un subsidio a la cuota para garantizar el acceso y la permanencia en la 
vivienda. 


Hace unos días se dijo en comisión que en los años 2006 y 2007 se planteó a las familias la 
posibilidad de pasar los préstamos en unidades reajustables a unidades indexadas. Eso no es así; el 
único ofrecimiento que hubo para ese pasaje fue en el año 2013 cuando el movimiento de deudores 
hizo un planteo similar y en ese momento se les dio la posibilidad de pasar los préstamos de UR a Ul a 
las tasas de interés de referencia que el banco tenía en ese entonces, que era del 6 %. El único 
antecedente que hay de cambio de moneda se hizo en el caso de aquellas familias que se endeudaron 
en dólares en los años dos mil y que a posteriori reclamaron la posibilidad de pasarse a UR. Eso se 
hizo, pero hoy esas mismas familias están planteando nuevas reclamaciones para volver a cambiar de 
moneda. 


Quizá convendría que el economista Fernández explicite qué ha venido haciendo la Agencia 
Nacional de Vivienda desde 2008 al presente, caracterizando lo que es el grueso de los fideicomisos 
que pasaron del Banco Hipotecario a la Agencia Nacional de Vivienda, que son los que nosotros 
administramos. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Muchas gracias por habernos invitado. 


Me parece importante resaltar cómo se generó la cartera que hoy administra la ANV como 
agente fiduciario y cuál es la génesis de esa caracterización. 


Vamos a partir de la resolución n.* 1812 del Banco Hipotecario del año 2006. Nos parece 
importante traerla a colación para que observen cuál fue el criterio de la separación que se llevó a cabo 
con posterioridad a esa fecha. La resolución dice que la caracterización de los conjuntos habitacionales 
en sociales o comerciales se definió teniendo en cuenta los aspectos relativos al inmueble, al potencial 
del núcleo familiar destinatario, como contexto urbano, tipo de construcción, estado de conservación, 
valores de tasación, grados de comercialización, grados de conflictividad comunitaria en la propiedad 
horizontal, el padrón socioeconómico de los posibles destinatarios, las condiciones de venta y 
financiación que regían en la transacción y los riesgos asociados al recupero de esas operaciones. Esa 
fue la definición del año 2006 del Banco Hipotecario. Con esa base se conformó un esquema, una 
mesa interinstitucional integrada por el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, el Banco Hipotecario del Uruguay, el Ministerio de Economía y Finanzas y luego la Agencia 
Nacional de Vivienda a partir de su creación a través de la Ley n.* 18125. 


Los criterios del pasaje a la administración de los fideicomisos en un esquema donde el Banco 
Hipotecario es el fideicomitente, el agente fiduciario es la Agencia Nacional de Vivienda y el 
beneficiario, el Ministerio de Economía y Finanzas tuvo tres criterios. En primer lugar, se realizó el 
pasaje de todos los complejos habitacionales que habían sido categorizados como sociales en el 
Banco Hipotecario. En ese sentido y con el propósito de no aplicar políticas diferentes ni criterios 
distintos, se acordó no hacer la partición de ningún complejo y que todos los complejos categorizados 
como sociales por el banco pasaran a la agencia. Por lo tanto, no hay programas o complejos que 
tengan a la vez créditos en la agencia y en el banco. 


En segundo término, se pasaron los créditos comerciales de una cartera considerada 
problemática, definiendo como tal a aquella que requería una gestión intensiva con problemas legales, 
edilicios y de morosidad e incluía contratos ajenos a la función que el Banco Hipotecario debería 
desarrollar a partir de esta conformación. 


En tercer lugar, se llevó a cabo fundamentalmente el pasaje del Fideicomiso | que, como los 
senadores saben, fue constituido en agosto de 2004, antes de la creación de la Agencia Nacional de 
Vivienda— y lo integran la totalidad de los créditos de las cooperativas de vivienda, sean de ayuda 
mutua o de ahorro previo en sus modalidades de usuarios, propietarios, de entrega inmediata o 
diferida. Esos fueron los tres criterios de pasaje de créditos a la ANV para que los administre como 
agente fiduciario. 


Vale aclarar que, principalmente por el tema de la moneda, todos los créditos que fueron 
transferidos a la agencia mantienen su moneda original, es decir que los créditos que estaban en UR lo 
mantienen incambiado en la Agencia Nacional de Vivienda, así como también la tasa contractual. Se 
respetó el contrato original manteniendo las tasas por las que habían sido concedidos los créditos por 
el Banco Hipotecario. 


Cuando se visualizó algún problema de pasaje, por ejemplo que en algún conjunto que pasó 
a la agencia haya quedado alguna unidad en el Banco Hipotecario o viceversa, se fue corrigiendo a 


través de nuevas escrituras de fideicomisos llamadas «complementos o rectificaciones de 
fideicomisos». 


Con respecto a las políticas aplicadas en estos activos fideicomitidos, podemos decir —grosso 
modo- que existen dos grandes criterios: uno para promesas de compraventa y otro para hipotecas. 
Cabe destacar que una diferencia entre la promesa y la hipoteca es que en la promesa la propiedad es 
del Estado, mientras que en la hipoteca es del particular, pero se otorgó un crédito a las familias. En las 
promesas, al momento de aplicación de la quita, el reglamento de gestión de fideicomisos consideró 
cuál era el valor de la deuda y, en caso de que fuera mayor que el valor de tasación definido y 
deducido lo que se había amortizado —es decir, lo pagado como fracción de capital por cada cuota—, se 
le realizó una quita por esa diferencia y, a la vez, se descontaron moras, multas y recargos. 


Como decía, se definió ese conjunto de quitas para las promesas de compraventa y para ello 
también se tuvieron en cuenta las situaciones de vulnerabilidad de los complejos habitacionales y su 
entorno, la situación socioeconómica de los deudores, su historial y su voluntad de pago, su capacidad 
para cumplir con las obligaciones y la relación con la comunidad, es decir, la obligación del pago de los 
gastos comunes para poder acogerse al mencionado beneficio. 


El otro criterio es el de las hipotecas, que están fundamentalmente radicadas en lo que era la 
cartera comercial problemática del banco, que fue la que pasó. Para ese caso el reglamento vigente 
establece valores de referencia de los inmuebles para la aplicación de quitas, las que a su vez deben 
cumplir con determinadas condiciones. En primer lugar, la deuda debe ser superior a los valores de 
tasación, que tienen diferencias en función de su ubicación en el territorio y de la cantidad de 
dormitorios. En lo que refiere al territorio, consideramos dos grandes bloques; uno de ellos comprende 
a Montevideo, Ciudad de la Costa, Colonia y Maldonado, donde la aplicación de quitas es para las 
hipotecas cuyos valores van hasta 2.500 UR para uno y dos dormitorios hasta 3.400 UR para tres o 
más dormitorios; para el resto del país se establecen 2.260 UR para viviendas con hasta dos 
dormitorios y 3.052 UR para aquellas de tres o más dormitorios. 


La deuda refinanciada es el valor de mercado del inmueble, es decir que se tasa el inmueble 
y se hace una quita por la diferencia entre la deuda y ese valor. Existe una excepción en las hipotecas 
y es la que el Banco Hipotecario menciona como clase 99. Se trata de un conjunto de deudores que en 
los años noventa tuvieron una quita en sus hipotecas debido a un criterio similar —podríamos decirlo 
así- que hacía un ajuste a valores de tasación. Para este conjunto de hipotecas que ya tuvo una quita 
en el banco no hubo una quita en la Agencia Nacional de Vivienda. 


Estos son los criterios generales, pero hay una serie de beneficios por cancelaciones 
anticipadas que también podríamos discriminar. En el caso de las hipotecas —si no reestructuraron su 
deuda-, por cancelaciones al contado se les hace un 7 % de descuento sobre el saldo de su deuda; de 
haberse acogido a la quita tienen un 5 % de descuento. Si son promitentes compradores y la deuda es 
menor que el valor de la garantía del inmueble hay un descuento del 10 % por cancelaciones al 
contado para aquellos casos que estén al día y de un 5 % para los deudores considerados morosos. Si 
la deuda fuera mayor a la garantía, deducido lo amortizado, el descuento por cancelación al contado es 
de un 5 % para los que estén al día y de 2,5 % sobre el saldo resultante para los deudores morosos. 


SEÑOR BELTRAME.- Quizá más adelante podamos repasar los números globales para saber cuántos 
han logrado cancelar. Al mes de abril de 2018 la ANV llevaba gestionados 54.027 créditos de 
fideicomisos, de los cuales 21.598 —o sea, el 40 %- han cancelado su deuda. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Qué significa que han cancelado? 


SEÑOR BELTRAME.- Que no deben más. En algunos casos faltan las escrituras, pero no le deben 
nada a los fideicomisos. El hecho de que el 89, 5 % de las familias ya haya adherido a la aplicación de 
las quitas hizo que el número variara en forma sustancial. 


Hay tres elementos que me gustaría mencionar. El primero es que, a veces, cuando se 
generaliza el término, parece que hablar de deudores en UR es hablar de deudores históricos. Seamos 
conscientes de que al día de hoy, por una decisión adoptada por el cooperativismo cuando se hizo el 
nuevo reglamento en 2008, se les planteó cómo iban a operar, si con unidades indexadas o con 
unidades reajustables, y la respuesta del cooperativismo fue que querían operar en UR; por lo tanto, 
todos los créditos de la Agencia Nacional de Vivienda para cooperativas de vivienda hoy se hacen en 


unidades reajustables. A su vez, todos los préstamos del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente para compra también están expresados en unidades reajustables. 


El segundo elemento que quiero considerar es que se habla de aplicar valores de tasación 
para comparar, pero hay que tener cuidado porque actualmente esos valores han pegado un salto muy 
grande. Diría que alcanza dos o tres veces el valor con el que se constituyó la garantía en función de lo 
que ha sido el mercado inmobiliario. 


El tercer componente que quiero mencionar es que muchas veces se cree que los remates 
están asociados a la ejecución de una deuda y, si bien eso es cierto, no siempre afecta a quien está 
viviendo allí. Ahora la Agencia Nacional de Vivienda está gestionando conjuntos habitacionales de 
algunos promotores privados que recibieron el préstamo para construir pero no pagaron, no hicieron 
novación ni documentaron las posibles ventas. Esas empresas desaparecieron y la única forma que 
tenemos de regularizar esas situaciones es a través de los remates. Hago esta aclaración porque nos 
habían planteado la suspensión de los remates, pero eso afectaría la política de reestructuración que 
estamos llevando adelante para corregir situaciones que se dan en diversas carteras con las que 
venimos trabajando. 


Por otra parte, quiero destacar que cuando en 2013 se dio la alternativa de pasar de UR a UI 
no se habían planteado costos asociados, salvo que quien refinanciara no fuera el titular del crédito, es 
decir, que faltara hacer una novación para saber quién era el deudor y se requería la intervención de un 
escribano. 


En este momento, con el Ministerio de Economía y Finanzas estamos estudiando una 
resolución similar a la que ha adoptado el Banco Hipotecario del Uruguay para aquellos deudores en 
UR que entiendan que desean pasar su deuda a Ul, equiparando los niveles de tasas de los saldos 
que al día de la fecha aún estén pendientes de cancelación. 


Quiero decir algo más con respecto a los colgamentos, que es un tema muy complejo y del 
que mucho se ha hablado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿La Agencia Nacional de Vivienda los tiene? 


SEÑOR BELTRAME.- Sí, recibimos todo lo que tenía el Banco Hipotecario pero en cuanto a la parte 
más problemática. 


El colgamento 1 fue una decisión unilateral que, si mal no recuerdo, arranca en función de las 
decisiones de la Conapro. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- En realidad, los dos primeros colgamentos —el 1 y el 2— son del año 1984 uno 
y, el otro, de 1985. Lo que nos parece pertinente aclarar por las versiones taquigráficas que hemos 
leído, es que ninguno de esos dos primeros colgamentos genera intereses. Son resultados, como 
decía el señor Beltrame, del aumento salarial de aquel momento y, en función de eso, se creó una UR 
ficta. Por lo tanto, las cuotas se ajustaban por una UR menor al valor real, y todas esas fracciones de 
cuotas que no se pagaban quedaban en una deuda al final del período y por eso se llaman 
colgamentos. Los que sí tienen intereses son los colgamentos que surgen de refinanciaciones de 
deuda, como en cualquier caso en que se refinancia y que contiene intereses. Por ejemplo, el 
colgamento 3 genera intereses del 2 % en el colgamento 4, y así sucesivamente. 


SEÑOR CAMY.- Señor presidente: saludamos especialmente la presencia del arquitecto Beltrame y de 
su asesor y agradecemos su presencia en la comisión. 


Quiero hacer una pregunta concreta: si se tiene a disposición, en el momento, el monto 
aproximado de deuda por concepto de colgamento que reviste en la Agencia Nacional de Vivienda. 


Gracias. 
SEÑOR BELTRAME.- No. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero agregar alguna inquietud. 


Nuestros invitados dijeron que hay casi 22.000 deudores que han pagado y que el resto está 
haciéndolo o en proceso de cobro. ¿Todo el resto de las deudas están en UR o tienen también en UI? 
Y, en todo caso, ¿cuánto tienen en Ul y en UR? 


Me gustaría dejar de lado lo que son los nuevos préstamos de la Agencia Nacional de 
Vivienda para analizar lo que es el stock que el Banco Hipotecario le pasó cuando aquella se creó, 
porque todo lo otro que prestó la agencia fue a posteriori. Quiero conocer el universo, es decir, si hay 
deuda en UR y si la hay en Ul de ese stock que les pasó el Banco Hipotecario. Quisiera formular, 
además, algunas preguntas como, por ejemplo, cuánto es el promedio de pago —$ 5.000, $ 10.000, $ 
15.000, $ 20.000— por mes que hacen las familias, tanto en UR como en Ul, porque eso nos daría una 
dimensión del problema. 


Voy a explicar brevemente esto. La otra vez desde el Banco Hipotecario se nos dijo que hay 
una cantidad de viviendas que, más allá que su deuda sea en UR o Ul, estaban pagando menos de $ 
10.000. Entonces, procurar soluciones a personas que pagan cuotas de $ 10.000 puede ser muy loable 
pero hay que tomar en cuenta que hay otra cantidad de gente que todavía no tiene vivienda. 


Por lo expuesto, habría que tratar de cuantificar —más allá de que la deuda sea en U.R. o en 
U.l.— el monto que paga la familia por la compra de su casa pero que nosotros comparamos con un 
alquiler. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Si bien podemos acercarles algún número en cuanto a los valores de las 
cuotas, hay que entender que los promedios en este caso pueden dar alguna referencia que no sea del 
todo correcta. No es lo mismo el valor de una cuota de un complejo habitacional en Luis Batlle Berres y 
Cañas que el de una hipoteca individual en la calle Patria. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En todo caso, le pediría que los datos que se envíen sean estratificados, en 
la medida de lo posible. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Respecto a lo que consultaba el senador Camy, según los datos que nos 
proporcionan nuestros servicios contables, la sumatoria de los montos adeudados por colgamentos 
estaría en el entorno de los 9:600.000 U.R. 


SEÑOR BELTRAME.- Básicamente, la cartera de deudores de la Agencia Nacional de Vivienda es en 
unidades reajustables. Lo que hay en unidades indexadas es absolutamente marginal y tiene que ver 
con aquellas viviendas que se han recuperado y que se comercializaron a través de llamados públicos. 
Estamos hablando de 2.000 viviendas —con suerte— de un total de 54.000. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ustedes hablaron de 52.000 deudores. Casi 22.000 ya pagaron, por lo que 
quedan alrededor de 30.000. De esos 30.000, ¿cuánto corresponde a lo que le pasó el Banco 
Hipotecario y cuánto se refiere a nuevos préstamos? ¿Tienen ese dato? Si no lo tienen ahora, podrían 
enviarlo después. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Los nuevos préstamos están en función de las viviendas que vinieron libres 
del Banco Hipotecario, de lo que se fue rematando y de lo que se fue recuperando, como la propia 
rotación de la cartera. No son préstamos para comprar en el mercado; se comercializa lo que vino del 
Banco Hipotecario. Siempre hay que considerar el entorno acotado que hoy mencionamos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Perfecto. 


SEÑOR BELTRAME.- Importa aclarar que la ANV a su vez maneja otros temas que no están en la 
cartera de los fideicomisos y que tienen que ver con viviendas que administramos y que eran del BPS. 
Es así que por un convenio, en lo que hace a las viviendas que pertenecen al Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, nosotros hacemos la recaudación y la gestión. Eso no está 
dentro de estos números. Hoy estamos hablando de la cartera proveniente del Banco Hipotecario que 
forma parte de los fideicomisos. A estos números nos hemos referido. 


SEÑOR CAMY.- Me quedé con la cifra que consulté y agradezco la respuesta. Si mal no entendí, son 
alrededor de 9:600.000 U.R., lo que da un monto aproximado de USD 316:000.000. ¿A cuánta gente 
involucra esta deuda? 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- En realidad, deberíamos discriminar por crédito y ver qué componentes tiene 
cada crédito. En este momento no contamos con ese dato pero se lo podemos hacer llegar. 


SEÑOR CAMY.- Le agradezco. 


SEÑOR FERNÁNDEZ.- Cuando comentamos cómo se aplica la política de quitas al considerar la 
comparación con los valores de tasación, en realidad, se toman en cuenta todos los componentes de 
la deuda, inclusive, los colgamentos. 


SEÑOR BELTRAME.- Con la aplicación de las quitas, actualmente hay quienes no tienen colgamento 
expresado como tal, sino que está integrado a los nuevos arreglos. Es decir que dejó de ser 
colgamento para formar parte de la cuenta principal. Esta es la aclaración que queríamos hacer. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias por toda la información brindada. 


Este es un tema muy complejo y si fuera necesario los volveremos a llamar. Vamos a 
enviarles la versión taquigráfica a efectos de que tengan presente las consultas realizadas por los 
señores senadores y la información que hemos solicitado. 


SEÑOR BELTRAME.- Muchas gracias. 


(Se retiran de sala representantes de la Agencia Nacional de Vivienda). 


(Ingresan a sala los representantes de la 
Organización Nacional de Asociaciones de Jubilados y Pensionistas del Uruguay, 


Onajpu). 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Hacienda del Senado da la bienvenida a la delegación de la 
Organización Nacional de Asociaciones de Jubilados y Pensionistas del Uruguay, Onajpu, que hoy nos 
visita para tratar el tema de las prelaciones y del proyecto de ley que está a estudio en este ámbito. 


Agradecemos la presencia de la señora vicepresidenta Carmen Millán, del señor secretario 
Juan Alegre y del doctor Álvaro García. Según lo que nos han trasmitido, el señor Sixto Amaro, 
representante de jubilados y pensionistas en el Directorio del Banco de Previsión Social, se excusó de 
asistir a la comisión. 


SEÑORA MILLÁN.- En primer lugar, agradecemos a los señores senadores por recibirnos en el día de 
hoy, por escucharnos y por estudiar los temas que realmente nos están preocupando al conjunto de los 
jubilados. 


Más allá de que básicamente nos referiremos a las jubilaciones y pensiones mínimas y nos 
preocupa si va a haber o no ajuste en el mes de julio —sabemos que este tema no es de resorte de los 
señores senadores sino del Poder Ejecutivo, pero igual queremos plantearlo-, estamos haciendo 
conocer en todos los niveles de gobierno la plataforma que surgió de nuestro congreso. Para ello, 
estamos yendo a hablar con alcaldes, intendentes, diputados y senadores. Nuestro planteo se basa en 
el tema de la prima por edad, que fue eliminada y que consistía en que nos daban un aumento en las 
jubilaciones cuando cumplíamos 70 años. 


El aguinaldo fue quitado durante la dictadura por el Acto institucional n.* 9 y nunca fue 
restituido. Simplemente se da una canasta a fin de año a quienes perciben jubilaciones mínimas, pero 


también se otorga por decreto. Quisiéramos que se legislara sobre el tema porque nos parece que el 
aguinaldo, que es un sueldo anual complementario, y, como sea, nos corresponde a todos y a todas. 


Como ustedes deben saber, cuando nos jubilamos —según el baremo que marca la ley, con 
treinta años de trabajo y sesenta años de edad— pasamos a cobrar el 55 % de nuestro salario en 
actividad y, sumado a eso, no recibimos aguinaldo ni salario vacacional en el caso de los privados. 
Entendemos que se debe legislar sobre el tema del aguinaldo porque nos correspondería a todos y 
debe ser sin topes pues ahora se da, reitero, una canasta a quienes perciben jubilaciones mínimas. 


El otro tema que nos preocupa es la ley sobre los montos imponibles, porque se venía 
bajando para que los jubilados no se endeudaran tanto y logramos revertir la situación. Es claro 
entender que para los compañeros y compañeras que cobran $ 11.000 por mes es muy difícil sobrevivir 
y, entonces, entran en la calesita de los préstamos y realmente llegan a momentos en que no tienen de 
dónde sacar dinero. Estuvimos de acuerdo con la resolución de que este año se mantuvieran esos 
montos y que después se comenzara a aumentar el estimado para que el jubilado y el pensionista 
quedara libre de deudas. Primero era un 35 %, después un 45 % y en el 2020 llegaríamos al 50 %. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se reprogramó. 
SEÑORA MILLÁN.- Sí, se reprogramó. 


Con esto estamos de acuerdo, pero resulta que ahora se aprobó una ley que modifica eso y 
vuelve a lo anterior, es decir, al 30 %. Por lo tanto, quisiéramos saber si se podría mantener lo que se 
había reprogramado, porque creemos que es bueno que se haga paulatinamente y con los avisos 
correspondientes a nuestros asociados. 


Estos son los puntos más importantes de nuestra plataforma. Con respecto al tema de la 
vivienda, hemos realizado un reclamo básicamente a los intendentes y a los diputados nacionales, 
porque necesitamos terrenos para edificar nuevas viviendas ya que tenemos una lista de espera por 
BPS de 7.000 personas y sabemos que hay terrenos que no son productivos, que no se están 
utilizando y que podrían ser donados. Tenemos la experiencia de Durazno, en Villa del Carmen, donde 
el intendente, señor Vidalín, entregó un terreno y se están construyendo las viviendas para los 
jubilados. 


Por otro lado, pretendemos mantener, como lo dice la Constitución, nuestro aumento anual. 
Insistimos: lo que más nos preocupan son las jubilaciones y las pensiones mínimas. Hicimos una serie 
de visitas —porque no nos quedamos quietos— al Ministerio de Salud Pública para que, por ejemplo, los 
tiques de medicamentos y estudios no se les cobraran a quienes reciben pensiones mínimas, pero no 
tuvimos eco. También intentamos bajar las tarifas públicas a ese sector, porque nos parece que es muy 
difícil vivir con $ 11.000. Le daría a cualquiera de ustedes $ 11.000 para que puedan vivir. Hay que 
tener en cuenta que muchas veces están solos, es la única entrada, no les alcanza ni para pagar un 
alquiler y si tienen que consumir los medicamentos tienen que elegir qué pastilla toman este mes y cuál 
el mes que viene. Creo que no es muyy difícil imaginar la vida de un jubilado o un pensionista con 


$ 11.000 por mes. 


Estos son los puntos principales de nuestra plataforma, que les queríamos hacer llegar, y 
nuestra preocupación por la Ley n.* 17828. Les vamos a dejar un memorándum a cada senador para 
que lo puedan estudiar. 


SEÑOR ALEGRE.- La compañera Millán se refirió a lo que se había votado el año pasado que más o 
menos acomodaba el intangible que iba a quedar en el bolsillo del jubilado. Eso, lamentablemente, 
varió en la Cámara de Representantes. En esta serie de descuentos aparecieron otros jugadores —por 
decirlo de alguna forma— que estarían haciendo que el sueldo que reciben los jubilados en su parte 
final está muy por debajo de lo que en principio se había establecido. 


La ley decía que, hasta el 2021 y en forma progresiva, el porcentaje podría llegar al 50 % pero 
ahora, con esta variante, nos encontramos con que podría estar comprometido un 30 % de su 
pasividad, lo que entendemos que no es nada favorable para la forma de vivir del jubilado. En la ley de 
inclusión financiera, se había regulado de tal forma ese intangible, que cuando en el 2021 el jubilado 
fuera a cobrar, tuviera al menos el 50 % de su pasividad. Nosotros no estamos de acuerdo con esta 


nueva modificación y Onajpu la rechaza porque entiende que no es conveniente que se desvirtúe la 
correlación de descuentos en cuanto al cobro de las pasividades. 


Con respecto a lo que decía la señora Millán —pido disculpas si soy redundante—, todos 
sabemos que el tema del aguinaldo fue votado hace mucho tiempo, desde que las cajas estaban 
separadas. En ese momento, correspondía un determinado sueldo a todos los jubilados luego de los 
65 años. En el período dictatorial, a través del Acta n.* 9 del año 1979 se eliminó todo esto, pero luego 
mediante un decreto se pudo recuperar algo. Este decreto se limitaba en principio a una canasta 
básica que el Poder Ejecutivo había acordado con Fuecys, para aquellos jubilados que en ese 
momento percibían hasta tres BPC. Luego, las circunstancias cambiaron y en lugar de la canasta se 
empezó a trabajar con un porcentaje en canasta y el resto en dinero. Esto fue una mejora y luego, en el 
2014, se dispuso otorgar un sueldo ficto, muy pequeño, para las jubilaciones que tenían una entrada de 
no más de tres BPC. Hay que tener en cuenta que el valor actual de la BPC es de $ 3.848, por lo que 
estaríamos hablando de $ 12.000 aproximadamente. Esos jubilados serían quienes podrían cobrarlo. 
Entonces, no solamente quedó en el debe lo que sucedió en el gobierno dictatorial, ya que han pasado 
otros gobiernos y, lamentablemente, eso no se pudo revertir. Para nosotros esto es algo muy 
perjudicial, sobre todo para la salud de los jubilados, porque estamos hablando de poder vivir 
dignamente. Todos sabemos que para los trabajadores ese decimotercer sueldo es muy importante; 
imaginen lo que significaría para los jubilados teniendo en cuenta las magras pasividades que reciben. 
Por lo tanto, el hecho de poder recibir esta pasividad extra en el año permitiría mejorar en forma 
sustantiva su inclusión financiera. 


Respecto a la prima por edad, sucedió algo parecido porque en el año 1979 el gobierno 
dictatorial la eliminó. Reconocemos que luego, en el 2007 o 2008, gracias al trabajo de los compañeros 
que en ese momento estaban militando en la Onajpu se pudieron recuperar algunas cosas, aunque con 
restricciones. Por ejemplo, que el jubilado no podía tener una entrada mayor a tres BPC y que debía 
tener más de 70 años; en esos casos recibía una prima por edad. En la actualidad, esta prima está en 
aproximadamente $ 2.460. ¿Qué implican estas restricciones? La ley dice que un jubilado que integra 
un núcleo familiar cuyo ingreso es superior a 13,95 UR no puede cobrar una prima por edad, aunque 
tenga más de 70 años. Lo que sucede es que muchas veces el jubilado vive con sus familiares y si 
algún integrante de la familia recibe —por suerte— un aumento salarial y mejora su calidad de vida, esto 
repercute en el promedio de ingresos y le quitan la prima por edad al jubilado. Esto es totalmente 
discriminatorio y entendemos que se lo está castigando luego de toda una vida de trabajo. Es por eso 
que nosotros reclamamos que esa prima por edad sea sin restricciones ni topes. Es una parte del 
beneficio que teníamos y que fue quitado por la dictadura. Pasó el tiempo y no se pudo recuperar. Hoy 
por hoy, lo que tenemos es con restricciones, cosa que nosotros reprobamos. Por sobre todo, 
destacamos la discriminación que existe hacia el adulto mayor. 


En lo que tiene que ver con la ley, especificamente la parte de inclusión financiera, tenemos 
en nuestra plataforma el descuento del lASS, que es algo que tiene que ver con ustedes. ¿Qué 
sucede? Nosotros entendemos que el lASS es hermano o primo hermano del IRPF, pero no es 
considerado de la misma forma. ¿Qué ocurre con esto? Hay diferentes franjas, algunas de las cuales 
están delimitadas en el IRPF en tres situaciones diferentes, pero cuando llega el lASS a las 
jubilaciones, hay dos situaciones diferentes, dos franjas y nada más. El IRPF permite determinada 
cantidad de descuentos, sus deducibles, como los alquileres o algún problemita de salud, por ejemplo, 
que el jubilado esté cobijando a un hijo que tenga alguna enfermedad o, también, por cuestiones de 
estudio. Todos comprendemos que la sociedad en su conjunto ha variado sus características y muchos 
jubilados se tienen que hacer cargo de sus nietos; eso no tiene deducible. Los nietos están estudiando, 
etcétera, y eso no tiene deducible. 


También consideramos que deberían estudiarse las franjas mínimas de descuentos. Hoy por 
hoy, la primera franja que no recibe descuentos es hasta ocho BPC; en este escrito que les hemos 
entregado reclamamos que en esa franja se extienda el mínimo no imponible a diez BPC. Son algunas 
de las características que nosotros traemos en esta plataforma. Estamos en esto por la necesidad que 
está pasando nuestro colectivo, sobre todos los adultos mayores, que son los que tienen más 
necesidades, los más desprotegidos y, además, los que tienen menos oportunidades en la vida. Son 
los que están ganando menos de $ 11.000. 


SEÑORA MILLÁN.- Quería agregar algo sobre la ley de inclusión financiera. Una de las cosas que les 
pasan a los jubilados es que, como se priorizan los descuentos o retenciones judiciales, muchos 
jubilados sacan préstamos en financieras privadas como Cash, Creditel, Anda y, cuando no pagan la 
segunda cuota —algo que muchas veces sucede-—, van a jurídica. Entonces, esas financieras privadas 
pasan a tener una prioridad sobre los préstamos del BPS o del BROU, que son los más convenientes 
para los jubilados. El orden de prelación para hacer los descuentos es, también, un tema a tener en 


cuenta. Insisto: cuando pasan a jurídica, las retenciones judiciales van primero, lo que le impide al 
jubilado realizar después una operación con los préstamos sociales del BPS que, en general, son los 
más convenientes. 


Eso era lo que quería agregar. 


SEÑOR GARCÍA.- Soy el doctor Álvaro García, asesor de la Onajpu. Muchas gracias por la 
oportunidad. 


A modo de resumen, vamos a presentar un comentario al proyecto reciente sobre 
modificaciones a las retenciones y pasividades, pero fundamentalmente nos interesan dos aspectos. 
En primer lugar, nos importa la incorporación de nuevas instituciones crediticias al orden de prelación. 


En el literal G del artículo 1. se incluyen las cooperativas de ahorro y crédito y los créditos 
otorgados por asociaciones civiles habilitadas a dichos efectos. Creemos que con esta redacción se 
están incorporando nuevas entidades que van a otorgar créditos en forma genérica, lo que, de alguna 
manera, va a perjudicar a los jubilados o pensionistas porque se va a ampliar la gama de acreedores — 
por así decirlo- que pueden hacer retenciones sobre sus pasividades. Entendemos que la expresión 
«créditos otorgados por asociaciones civiles habilitadas a dichos efectos» es bastante genérica. 


También nos preocupa la incorporación de nuevas excepciones al porcentaje del monto 
intangible. ¿Por qué? Porque en el último inciso, que refiere a las excepciones, se establece que para 
este tipo de instituciones, como las asociaciones civiles y las cooperativas de ahorro y crédito, se 
mantiene el intangible en el 30 %. Para nosotros eso contradice un poco el espíritu de la ley de 
inclusión financiera, que establecía un incremento programado para el intangible: llevarlo del 30 % al 
50 % hasta el 2021. Eso es como establecer una especie de tope a la pasividad, o al sueldo del 
trabajador jubilado o pensionista. Lo ideal sería que el jubilado no se endeudara, que no sacara 
préstamos, que contara con un mínimo del 50 % de su pasividad o con el 100 %, pero la realidad es 
otra; muchos jubilados piden préstamos no solo para ellos sino también para algún integrante de su 
familia, ya sean hijos o nietos. La finalidad debe ser proteger, de alguna manera, esa parte del salario o 
pasividad, que tiene que ser destinada a la integridad física, moral y social de la persona, y con esta 
redacción se está topeando o limitando ese incremento programado del monto intangible. Por tanto, 
pensamos que habría que buscar alguna solución a este punto. 


Hemos leído las versiones taquigráficas de las sesiones a las que han venido representantes 
de distintas cooperativas de ahorro y crédito y asociaciones, y sabemos que han tenido problemas con 
la aplicación de los artículos 32 y 34 de la ley de inclusión financiera. Ese es un tema que tiene que ser 
resuelto por los actores, pero no con un tope al incremento del 30 % del monto intangible, que 
entendemos debe seguir aumentando porque es el espíritu consagrado por la normativa anterior, a los 
efectos de no entrar directamente en una contradicción. 


Por ese motivo, como ciudadanos, merecemos que se trate el tema en forma apropiada. 
Cualquier cosa, quedamos a las órdenes para nuevas convocatorias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ante todo, quiero decir que estamos estudiando el proyecto de ley; estoy 
hablando del tema de las retenciones. 


Con respecto al monto intangible, hubo algunos problemas. La ley de inclusión financiera 
estableció un cronograma que luego no se cumplió y hubo que reprogramarlo. Durante la 
reprogramación nos encontramos con este proyecto de ley, y todas las instituciones que ofrecen 
créditos por medio de este mecanismo esgrimen dos argumentos, que se ve que la Cámara de 
Representantes aceptó y nosotros estamos discutiendo. El primero es que el jubilado igual va a 
endeudarse, pero por mecanismos más complejos y a tasas de interés más altas, no en una 
cooperativa de consumo sino en alguna financiera que no retiene, pero que tiene tasas de interés muy 
altas y, además, están bombardeando permanentemente con publicidad en televisión. El argumento es 
que igual afecta el porcentaje de su pasividad a tasas mucho más altas. Si bien la televisión hoy tiene 
menos influencia en las capas de jubilados —de la gente de más edad-—, sigue habiendo una alta 
insistencia. Aparecen el crédito rojo, el verde, el azul y, aunque no vayan por acá, igual afectan la 
misma o más cantidad del salario. Ese es el primer argumento que tenemos que estudiar porque por 
algo se votó en su momento lo que se votó. Las realidades hay que estudiarlas y, si estamos 
empujando a una masa de jubilados y pensionistas a que se endeuden a mayores tasas, no parece 
lógico. 


El otro argumento que nos dan es que muchas veces sacan créditos para sus hijos e incluso 
algunos para sus nietos de veinte años y, si no lo hicieran por esta vía, como garantes igual terminarían 
sacándolos en lugares donde pagarían tasas más altas. Eso es lo que se nos trasmitió y tenemos que 
estudiarlo. 


Otro tema que quería plantear es que hay una serie de aspectos con los que podríamos estar 
de acuerdo, sobre todo para las jubilaciones más bajas, pero no hay iniciativa. Por ejemplo, en lo 
personal, en principio no modificaría el tope por una situación excepcional de la familia; este es el caso 
del lASS, que después se podrá variar, pero no en 8, sino en 10. Quiero que esto quede claro porque 
hay jubilaciones muy altas que para mí deben mantenerlos. Hay personas que cobran una jubilación 
profesional, una bancaria y otra del Banco de Previsión Social y considero que ellos también deben 
contribuir. Las modificaciones se deben estudiar desde la perspectiva de ayudar a la gente más 
necesitada, incluso en términos de OSE, UTE, para que la gente pueda tener un estándar mínimo de 
vida; teniendo en cuenta esto, incluiría también el tema de los medicamentos. 


Lo tercero que quería señalar es que vamos a enviar la versión taquigráfica —-si no les 
molesta a los invitados ni a los señores senadores— a la comisión respectiva, porque hay temas que 
son propios de esta comisión y otros que pertenecen a otra y vamos a enviarles lo conversado para 
que tomen recaudo de ello. En las rendiciones de cuentas los temas relacionados con la jubilación 
están prohibidos por la ley, pero eso no quiere decir que no se haga una reflexión. En cuanto al tema 
de las jubilaciones, se está mucho mejor que antes, pero hay un sector que sigue estando muy abajo. 


En lo que tiene que ver con la vivienda “tema que estamos estudiando desde el punto de 
vista de la UR—, cuando se es jubilado y, además se está solo, está complicado. Estamos hablando de 
jubilaciones bajas. 


SEÑORA MILLÁN..- En cuanto a lo que el señor presidente planteaba con respecto a que seguramente 
los jubilados se endeudarían con instituciones financieras de esas que los bombardean, ahí es donde 
nosotros vemos que está el problema. Justamente cuando no pagan pasan a jurídica y el descuento le 
viene a la jubilación con determinada prioridad. Eso hay que tenerlo bien claro. 


En cuanto al lASS, nosotros no planteamos sacarlo. Estamos de acuerdo con lo que se 
señaló acerca de que hay jubilaciones muy altas y que a algunas habría que cobrarles más impuestos 
y no lo logramos. Lo que solicitamos es que se agregue una franja como se hizo con el IRPF en la 
anterior rendición de cuentas; donde se pasaba de $ 55.000 o $ 56.000 a $ 100.000 se puso una franja 
en el medio, a los $ 67.000. Nosotros pretendemos que se nos dé el mismo tratamiento y se nos 
otorgue la posibilidad de la deducción, porque hay muchos jubilados que pagamos cuota del banco o 
alquiler de la casa en que vivimos. Nos parece que deberíamos poder deducir de la misma manera que 
aquellos que aportan IRPF. 


Estos eran los dos aspectos que quería aclarar para que las tengan en cuenta. 


SEÑOR CAMY.- Quiero saludar la presencia de los representantes de la Organización Nacional de 
Asociaciones de Jubilados y Pensionistas del Uruguay que siempre es bienvenida porque su visión es 
un insumo importante que tenemos en cuenta a la hora del trabajo en materia legislativa. Sin duda, 
representan la voz de los jubilados y pensionistas del país en muy buena medida. 


Los dos temas que se plantean, vinculados a la prima por edad y al aguinaldo, tienen que ver 
con dos iniciativas que se presentaron en el segundo gobierno del Partido Nacional del pasado siglo; 
por lo tanto, se comprenderá que conceptualmente el Partido Nacional los respalda desde siempre. 


A partir de lo que señalaba el señor presidente de la comisión, estamos de acuerdo con que 
hay iniciativas que son privativas del Poder Ejecutivo, así que hablar sobre la voluntad política o sobre 
el parecer a partir de esa condición supone tener que conocer la opinión del Poder Ejecutivo en la 
materia. Sin embargo, coincidimos en que se trata de un tema de recursos y lo que sí tenemos que 
hacer es sincerarnos en el trabajo, en el sentido de hacer un análisis profundo, porque estamos en un 
contexto y en una situación en el país en la que si algo falta son recursos. En algunas semanas 
empezará a tratarse la rendición de cuentas en esta cámara y sabemos que existe un déficit importante 
y un endeudamiento del país que también es relevante. Si uno analiza estos y otros números en 
referencia a épocas pasadas —ustedes las han mencionado en razón de los dos temas planteados-, se 
verá que hay una situación compleja y creo que no podemos caer en definiciones adjetivas —aunque 
sean legítimas— de ningún partido político porque la previsión social es un tema realmente complicado. 


En un tiempo donde se habla de estas cosas tan importantes, creo que se trata de una 
responsabilidad generacional —si cabe el término— que nos involucra a todos y, sin duda, atraviesa los 
partidos políticos. Hay una situación deficitaria progresiva que nos tiene que plantear también otros 
temas. Me refiero a algo que casi ningún partido político analiza —sin duda, ninguna mayoría— y es, por 
ejemplo, la edad para jubilarse. Lo planteo hoy acá, quedará en la versión taquigráfica y mañana 
seguramente saldrá algún colega a acusar de que se quiere subir la edad para jubilarse, pero si 
miramos los números de este país con honestidad y con sinceridad —es nuestra obligación en esta 
casa— veremos que no es fácil tomar ninguna de estas propuestas livianamente o sin considerar que 
estamos en una situación muy complicada. 


En estas instancias, los invitaría a que analizáramos juntos estos temas porque cuando hay 
que tomar recursos —tanto quienes integramos esta comisión como los que formamos parte de otras 
comisiones— analizamos el financiamiento del sistema en el país —incluyo las cajas paraestatales—- y 
vemos que, por ejemplo, a la Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Universitarios la 
financiamos todos cuando vamos con una receta a una farmacia. Los timbres que pagamos sirven para 
financiar las jubilaciones profesionales, del mismo modo que cuando pedimos una declaración jurada 
en la DGI o el BPS. ¡Bienvenido sea el concepto! 


Creo que hay que analizar todos estos temas, pero en un marco de sinceramiento y de 
responsabilidad compartida, sin exclusiones. Cada una de las medidas que tomemos debemos 
pensarlas, primero, con un sentido de legitimidad y justicia, y segundo, como señaló el doctor García, 
considerando la dignidad social de cada uno de los afectados, principalmente de los que menos tienen 
pero también de los que aún no han nacido, que ya están siendo condenados. 


SEÑOR ALEGRE.- Nosotros tenemos clarísimo que es así como lo dijo el señor senador Camy por 
cómo viene dándose todo en esta rendición de cuentas. Estamos tranquilos porque solicitamos estas 
reivindicaciones sin hacerle quitas a nadie. Cada uno tendrá sus prioridades y habrá que analizarlas en 
su momento. Hacemos estos reclamos porque a nuestra edad hay cosas que son prioritarias. 


Por otro lado, estamos seguros de que habrá recursos. Desde el momento en que les 
quitaron este aguinaldo a los jubilados durante el proceso del año 1979 se le mantuvo a la caja militar 
que lo sigue cobrando hasta el día de hoy. Lo cobra el que está en actividad, el que se jubiló y los 
deudos. Es ahí donde se genera la diferencia conceptual sobre lo que es una deuda, la falta de fondos, 
etcétera. Reclamamos por los que menos tienen, los más necesitados; en este caso son los que están 
cobrando las jubilaciones mínimas, cerca de ciento cincuenta mil personas. 


SEÑORA MILLÁN.- Voy a ser breve porque sé que tienen poco tiempo. 


Quiero responderle al señor senador Camy que, sin lugar a dudas, estamos en problemas. 
Todos sabemos lo que pasa. Uruguay no es una isla y vemos lo que está pasando con nuestros 
vecinos y el tipo de reformas laborales y de la seguridad social que han hecho o que quieren hacer. 
Hoy en día el BPS tiene un déficit, pero no es tan importante como el que tuvo en otros períodos. Llegó 
a tener nueve puntos del PBI de déficit, pero hoy no lo tiene. 


Creo que paulatinamente podríamos ir revirtiendo las exoneraciones que se les hicieron a 
todos los empresarios y empleadores, que aportan la mitad de lo que aporta el trabajador, porque está 
demostrado que ese tipo de medidas no atrae más inversiones. Esto lo venimos viviendo desde que se 
votó la ley de inversiones. 


Hay algo que a nosotros nos duele mucho y le voy a pedir al señor senador Camy que lo 
piense antes de volver a decirlo: acá el problema no es entre los viejos y los niños. Nosotros no 
estamos pidiendo que se les saque a los niños, ni a los que van a nacer ni a los que ya nacieron. 
Entendemos que la seguridad social de nuestro país es casi un ejemplo en América Latina y nos cubre 
desde antes de nacer hasta que nos morimos. Esa fue una conquista de los trabajadores en las luchas 
de los años 1959 y 1960, así que poner a los viejos contra los niños o a los jubilados contra los futuros 
trabajadores nos parece que es bastante perverso. Nosotros estamos reclamando algo que aportamos 
durante toda nuestra vida de trabajo y creemos que lo merecemos. No se les exige lo mismo a los 
empleadores y creo que esas son cosas a tener en cuenta y revisar con el fin de tomar medidas en 
cuanto a la seguridad social, que no solo atiende a las jubilaciones sino a muchas cosas más. 
Pretendemos una seguridad social más justa, solidaria y universal. 


Muchas gracias. 


SEÑOR CAMY.- Simplemente quiero aclarar que, en todo caso, lo perverso es que se interprete algo 
que yo no dije. Sé que con ese ánimo no lo consideró la señora vicepresidenta de Onajpu; 
seguramente no lo entendió y quiero que quede claro. 


Aquí, obviamente, no se trata de contraponer a los que van a nacer con los viejos. Lo que 
dije es que aquí primero está el derecho legítimo de los jubilados y pensionistas y, fundamentalmente, 
de los que menos cobran. De hecho, se volvió a mencionar a los años 1959 y 1960, que son los de 
estas dos leyes. Para ser más concreto, no solo me refiero a mi Partido Nacional como gestor de esos 
dos beneficios, sino que hace algunos meses, en la Cámara de Senadores, hablé en un homenaje que 
terminó en un proyecto de ley que se sancionó por unanimidad para reconocer a don Daniel Fernández 
Crespo —dándole su nombre a una ruta—, quien impulsó, particularmente, leyes vinculadas a este 
sistema. 


Estamos cien por ciento de acuerdo. Lo que dije, precisamente, como un senador que no 
integra el Gobierno, es que no me quiero subir al carro fácil de reclamar a quien tiene la iniciativa 
privativa de hacer esto porque está en una situación de imposibilidad de llevarlo a cabo, salvo que 
asumamos, entre todos, el sentido de las prioridades que debe tener el país. 


Lo que señalo es que las cuentas nos dicen a todos —con las responsabilidades que cada uno 
tiene porque estas nunca son solamente de uno— que hay un déficit de casi el 4 % del PBI y que 
tenemos un endeudamiento que es de más del 60 % del total de bienes y servicios que produce en un 
año Uruguay. En ese marco, ¡vaya si tendremos que priorizar y discutir sobre esto! 


Seguramente —o, mejor dicho, sin «seguramente»— hay unanimidad en la preservación de 
este instrumento ejemplo en el continente, que es el Banco de Previsión Social y todos los beneficios 
que incluye. Lo que señalo es que, al mismo tiempo, también debemos tener presente que, por ejemplo 
-y voy a ir en favor del período que involucra a este Gobierno, que no es el mío—, a la vez que se han 
instrumentado medidas de beneficio en varias áreas —todo gobierno hace cosas buenas y malas, por lo 
menos, eso es lo que pienso—, también se tomaron definiciones. Se bajó, por ejemplo, la edad para 
jubilarse ¿y no hablamos de eso? 


Pienso y siento que en el sistema político —nuestros invitados no lo integran, pero nosotros 
sí-, somos muchos más los que señalamos —y nos peleamos por hacerlo— qué es lo bueno. Se habla 
de que se sube el salario para el que menos tiene, de que se sube la jubilación para el que menos 
tiene, de que se le saca al privilegiado, pero nadie dice lo que implica cuando se baja la edad de 
jubilación. ¿Tenemos que seguir jubilando gente con 60 años? ¿Qué implicancias tiene eso en un 
sistema en el que todo da déficit? Todo el sistema previsional da déficit, sí. 


Es más; la reforma de la caja notarial fue en el 2001, la de la caja profesional fue en el 2004 y 
ahora estamos tratando la caja militar, que también hay que reformarla. Ahora bien, no hubo una que 
no se haya modificado sin una participación directa del Estado con recursos que salieron de otro lado; 
ninguna, y esto lo saben nuestros invitados. La reforma de la caja bancaria supuso elevar los 
aportantes de 13.000 a 21.000 para cubrir a 16.500; vinieron de otro sistema, ¿o no fue así? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Señor senador: estamos en el pretil de que algunos senadores empiecen a 
pedir la palabra... 


SEÑOR CAMY.- Lo que quiero decir, simplemente, es que ojalá todos hablen con el ánimo — 
seguramente así lo interpretamos todos— de que esto es sin sacar ventaja. Quiero que esto quede 
registrado con cristalinidad, claridad y honestidad en la versión taquigráfica, que es del Senado de la 
república, porque se trata de un tema serio. ¿O lo vamos a reducir a hablarlo en la tribuna, a través de 
titulares y adjetivos? Metámonos en la sustancia del tema, en honor a la cámara y a la 
representatividad de esta organización. 


Quería aclarar lo que dije, gracias señor presidente. 


SEÑOR ALEGRE.- En la actualidad, el promedio de edad de las personas que se están jubilando está 
en los 64 años. Es evidente que en su momento habrá que estudiar este tema en lo que refiere a la 
seguridad social. 


Para nosotros es claro que la Ley n.* 16713 es una máquina de generar jubilaciones pobres. 
Lo que se dice en determinada parte de esa norma es que con determinada cantidad de años 


trabajados y cierta edad, la tasa de reemplazo es de 45 %, 50 % y así sucesivamente va en aumento. 
El promedio de los sueldos en la actividad privada es de $ 30.000. Estamos hablando de que cuando 
esa gente se vaya a jubilar estará en la franja más baja. Simplemente queremos dejar claro este punto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradecemos por la visita. Enviaremos la versión taquigráfica de esta 
sesión a la otra comisión. 


Se levanta la sesión. 


(Son las 11:46). 
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